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Tribunal Constitucional (*)

SUMARIO: I. CONSTITUCIÓN. A. Fuerza normativa. B. Interpretación. II.
DERECHOS Y LIBERTADES. A. Derechos fundamentales y libertades pú-
blicas. B. Derechos y deberes de los ciudadanos. C. Principios rectores de la
política social y económica. D. Garantía y suspensión de estos derechos. III.
PRINCIPIOS JURÍDICOS BÁSICOS. IV. INSTITUCIONES DEL ESTADO.
A. La Corona. B. Las Cortes Generales. C. El Tribunal Constitucional. D. La
Administración Pública. E. El Poder Judicial. V. FUENTES. VI. ORGANI-
ZACIÓN TERRITORIAL DEL ESTADO. A. Comunidades Autónomas. A.1.
Autonomía. B.2. Competencias. B. Corporaciones Locales. A.1. Autonomía
B.2. Competencias. VII. ECONOMÍA Y HACIENDA. A. Principios genera-
les. B. Presupuestos. C. Organización territorial. D. Tribunal de Cuentas.

II. DERECHOS Y LIBERTADES.

A. Derechos fundamentales y libertades públicas.

1. Sentencia 6/2010, de 14 de abril (BOE de 7 de mayo). Ponente:
Rodríguez-Zapata Pérez (Cuestión de inconstitucionalidad).

Preceptos constitucionales: 9.3; 24.1 y 25.1.
otros:

Objeto: Disposición final quinta de la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviem-
bre, de reforma del Código penal

Materias: Interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos. Principio de
legalidad penal y derecho a la tutela judicial efectiva
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La Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Tarragona promueve
cuestión de inconstitucionalidad sobre la disposición final quinta de la Ley
Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, de reforma del Código penal, en
la medida en que impide la inmediata entrada en vigor del apartado 185 de
su artículo único, por el que, modificándose el art. 636 del Código penal
(CP), se destipifica la conducción de vehículos a motor y ciclomotores sin
cobertura de seguro obligatorio de responsabilidad civil. A juicio del Ma-
gistrado proponente, el establecimiento de una vacatio legis de más de diez
meses para la entrada en vigor del precepto despenalizador de la indicada
conducta infringe el principio de interdicción de la arbitrariedad de los po-
deres públicos en relación con el de proporcionalidad (art. 9.3 CE), así co-
mo el principio de legalidad penal material (art. 25.1 CE) y el derecho a la
tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE); el órgano judicial considera que de los
indicados preceptos constitucionales se deriva la imposición de que las nor-
mas penales más favorables entren inmediatamente en vigor; precisará el
TC que aun cuando el Auto de planteamiento cuestiona en su integridad la
disposición final quinta de la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre,
sin embargo la duda de constitucionalidad está centrada exclusivamente en
el primer inciso de la disposición (“La presente ley orgánica entrará en vi-
gor el día 1 de octubre de 2004”), que es el único contenido normativo del
precepto con incidencia en la resolución del proceso penal a quo y, en con-
secuencia, el único cuyo análisis de constitucionalidad cabría abordar en el
presente proceso, de conformidad con lo dispuesto en el art. 35.1 LOTC;
entenderá el TC que no ha de entenderse cuestionada la constitucionalidad
del referido inciso en sí mismo y aisladamente considerado, sino sólo en la
medida en que se proyecta sobre el apartado 185 de su artículo único en la
medida en que difiere la entrada en vigor de la nueva redacción del art. 636
CP. Considera el TC que esas consideraciones le deben conducir a un pro-
nunciamiento de inadmisión parcial de la cuestión de inconstitucionalidad,
sin que exista ningún óbice para realizarlo en este momento procesal, dado
que su previsión en el art. 37.1 LOTC no tiene carácter preclusivo, pu-
diéndose apreciar en un momento posterior la ausencia de los requisitos,
tanto procesales como de fundamentación, requeridos para el válido plan-
teamiento de la cuestión de inconstitucionalidad (por todas, SSTC
179/2009, FJ 2; y 203/2009, FJ 3). Comenzará el TC valorando la inci-
dencia que en el mismo deba tener la circunstancia de que, durante su tra-
mitación, el precepto despenalizador de la conducta enjuiciada en el proce-
so penal del que dimana la cuestión de inconstitucionalidad –la conducción
de un ciclomotor sin cobertura de seguro obligatorio de responsabilidad ci-
vil– haya entrado en vigor, una vez transcurrido el periodo de vacatio legis

que fijó la repetida disposición final quinta de la Ley Orgánica 15/2003, de
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25 de noviembre; por ello considerará el TC la obligación de comprobar la
subsistencia del objeto de la presente cuestión de inconstitucionalidad, al
haber señalado reiteradamente este Tribunal que aunque la desaparición
sobrevenida de objeto no esté contemplada en el art. 86.1 LOTC como una
de las causas de terminación extraordinaria de los distintos procesos consti-
tucionales, es posible, no obstante, que tal supuesto pueda suceder, provo-
cando la conclusión del proceso constitucional sin que sea necesario un pro-
nunciamiento sobre el reproche de inconstitucionalidad que se haya plan-
teado (por todos, AATC 311/2007, FJ único; y 29/2009, FJ 1); considera-
rá el TC que se ha de partir de la estrecha vinculación que se genera entre
toda cuestión de inconstitucionalidad y el proceso judicial de que dimana,
dando lugar a que determinadas incidencias que acaezcan en éste puedan
afectar a la subsistencia del proceso constitucional; recordará el TC que así
lo ha apreciado ya con anterioridad en supuestos de extinción del proceso
judicial a quo por desistimiento (AATC 107/1986, FJ único; 41/1998, FJ
único; y 191/2002, FJ único), satisfacción extraprocesal de la pretensión
(ATC 945/1985, entre otros), o cuando el órgano judicial, aun indebida-
mente, pone fin al proceso antes de resolverse la cuestión de inconstitucio-
nalidad (AATC 313/1996; y 42/2004) o, también, cuando el órgano judi-
cial que planteó la cuestión pierde la competencia para el conocimiento del
asunto (ATC 501/1989, FJ único), supuestos todos ellos que comportan
“una decadencia sobrevenida de los presupuestos de apertura del proceso constitucional”
(ATC 723/1986, FJ único); asimismo puede resultar afectada la subsisten-
cia de la cuestión de inconstitucionalidad por la derogación o modificación
de la disposición legal sobre la que se haya planteado la duda de constitu-
cionalidad, en cuyo caso la supervivencia del proceso constitucional se su-
pedita a que la norma cuestionada resulte todavía aplicable en el proceso a
quo y que de su validez dependa la decisión a adoptar en éste (entre otras,
SSTC 385/1993, FJ 2; 274/2000, FJ 3; 63/2003, FJ 3; y 101/2009, FJ 2).
Recordará, asimismo, el TC que el hecho de que con posterioridad a la ad-
misión a trámite de una cuestión de inconstitucionalidad hubiera recaído,
en otro proceso, a su vez, Sentencia del mismo TC declarando la inconsti-
tucionalidad y consiguiente nulidad del mismo precepto cuestionado, con-
llevará la desaparición sobrevenida del objeto de la cuestión de inconstitu-
cionalidad, al haber quedado disipada la duda de constitucionalidad plan-
teada por el órgano judicial y no requerirse un nuevo pronunciamiento por
parte del TC como consecuencia del valor de cosa juzgada y plenos efectos
frente a todos de sus decisiones ex arts. 164.1 CE y 38.1 LOTC (SSTC
387/1993, FJ único; 72/1997, FJ único; 91/1997, FJ único; y ATC
95/2009, FJ único). Subrayará el TC cómo resulta notorio que las altera-
ciones sobrevenidas en la relevancia de la norma cuestionada para la reso-
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lución del proceso a quo han de incidir necesariamente en el proceso consti-
tucional. Conforme establece el art. 163 CE y 35.1 LOTC, el planteamien-
to de la cuestión de inconstitucionalidad por los Jueces y Tribunales exige
que la norma cuestionada sea aplicable al caso ventilado en el proceso en el
que la cuestión se suscita y, además, que de su validez dependa el fallo que
el Juez o Tribunal haya de dictar; ese denominado juicio de relevancia sobre la
relación entre la norma cuya constitucionalidad se cuestiona y el fallo a dic-
tar ha de establecerse en el momento en el que la cuestión se plantea; sin ol-
vidar que las modificaciones sobrevenidas en la relevancia han de influir ne-
cesariamente en la suerte del proceso constitucional abierto, pues sin per-
juicio de la existencia de un notorio interés público y general en la depura-
ción del Ordenamiento jurídico y en la conformidad con la Constitución de
las normas que lo integran, el constituyente ha configurado la cuestión de
inconstitucionalidad en estrecha relación con el proceso judicial en el que la
aplicación de la norma cuestionada sea necesaria, hasta el punto de que de
su validez dependa el fallo que ha de recaer (AATC 945/1985, FJ único;
57/1999, FJ 2; y 75/2004, FJ único). La extinción del proceso penal a quo

no se ha producido en el presente supuesto, ni tampoco se suscita una posi-
ble pérdida de vigencia del precepto legal cuestionado, pues la disposición
final quinta de la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, fija el mo-
mento de entrada en vigor de los preceptos de esta Ley; pero el vencimien-
to del término fijado en su primer inciso –el 1 de octubre de 2004– no sólo
no deroga o priva de eficacia a dicha disposición final, sino que es la condi-
ción temporal necesaria para que se desplieguen sus previsiones, abriendo
paso a la aplicabilidad de la nueva norma penal sustantiva; se fijará el TC
en que lo que acontece en el presente caso es la pérdida sobrevenida de la
relevancia del precepto legal cuestionado para la resolución del proceso del
que trae causa la cuestión de inconstitucionalidad; indudablemente, reco-
nocerá el TC, la disposición final cuestionada era relevante inicialmente pa-
ra la resolución del proceso a quo en la medida en que impedía al órgano ju-
dicial aplicar la nueva redacción del art. 636 CP antes del 1 de octubre de
2004; sin embargo, a partir de tal fecha la disposición final cuestionada de-
ja de erigirse en obstáculo para la aplicación de la nueva redacción del pre-
cepto penal, ello como consecuencia del principio de retroactividad de la ley
penal más favorable acogido en el art. 2.2 del Código penal con carácter ge-
neral, y con carácter particular en la disposición transitoria primera de la
propia Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, conforme a la cual se
aplicará la nueva Ley una vez que entre en vigor, si las disposiciones de la misma son

más favorables para el reo, aunque los hechos hubieran sido cometidos con anterioridad a

su entrada en vigor y en su disposición transitoria quinta, con arreglo a la cual
en las sentencias dictadas conforme a la legislación que se deroga y que no sean firmes por
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estar pendientes de recurso, se observarán, una vez transcurrido el período de vacatio, las

siguientes reglas: a) Si se trata de un recurso de apelación, las partes podrán invocar y el

juez o tribunal aplicará de oficio los preceptos de la nueva ley, cuando resulten más favo-

rables al reo. En atención a estas consideraciones el TC concluirá en la im-
posibilidad de que el órgano judicial pueda ya resolver el recurso de apela-
ción que pende ante el mismo mediante la aplicación del art. 636 CP en la
redacción vigente al tiempo de plantearse la cuestión de inconstitucionali-
dad, apreciándose por el TC que ello implica una desaparición sobreveni-
da de los presupuestos de apertura del presente proceso constitucional, que
determina su extinción, pues, aun cuando el enjuiciamiento constitucional
de la norma cuestionada sigue siendo posible y ésta plantea un problema
constitucional de interés, ya no se trataría de un juicio de constitucionalidad
en concreto, al que se refiere el art. 163 CE, sino en abstracto, sin efectos
para el caso, lo que resulta improcedente en toda cuestión de inconstitucio-
nalidad (en este sentido, AATC 340/2003, FJ único; y 75/2004, FJ único).

2. Sentencia 27/2010, de 27 de abril (BOE de 27 de mayo). Ponen-
te: Rodríguez Arribas (Recurso de amparo).

Preceptos constitucionales: 24.1.
otros:

Objeto: Sentencia de la Sala de lo Contencioso–Administrativo del Tribunal Su-
perior de Justicia de Andalucía, de 30 de noviembre de 2006, que desestimó el
recurso de apelación interpuesto contra la Sentencia del Juzgado Contencio-
so–Administrativo núm. 2 de Sevilla, de 21 de julio de 2003, dictada en el pro-
cedimiento abreviado núm. 165–2003 seguido contra las resoluciones del Rec-
tor de la Universidad de Sevilla, de 13 de diciembre de 2002

Materias: Derecho a la tutela judicial efectiva: aspectos materiales y forales.

El objeto del proceso constitucional es Sentencia del Juzgado Contencio-
so–Administrativo núm. 2 de Sevilla que desestimó el recurso interpuesto
por la recurrente en amparo contra las resoluciones del Rector de la Uni-
versidad de Sevilla que, anulando la propuesta de adjudicación a su favor,
ordenaban la retroacción del proceso de selección en el que concursaba; se
impugna asimismo la Sentencia de la Sala de lo Contencioso–Administra-
tivo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, de 30 de noviembre de
2006, que desestimó el recurso de apelación, en todo caso entendiéndose
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por la recurrente que se ha vulnerado su derecho de acceso a la jurisdic-
ción pues la cuestión de fondo que planteó ante la jurisdicción contencio-
so–administrativa ha quedado imprejuzgada al entender el órgano judicial
de instancia, de forma rigorista y desproporcionada, que la falta de un con-
creto petitum referido a los actos impugnados en el suplico de la demanda
equivale a la ausencia de pretensión; decisión que fue confirmada por el
Tribunal de apelación, al que se atribuye, a su vez, una lesión autónoma
del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE).El TC, respecto de la
Sentencia dictada por el Juzgado, advierte que aun siendo formalmente de-
sestimatoria del recurso contencioso–administrativo interpuesto, lo que en
realidad contiene es una decisión obstativa de un pronunciamiento sobre
el fondo de la cuestión planteada por la recurrente, por lo que, de acuerdo
con su reiterada doctrina, debe, efectivamente, analizarse bajo el prisma de
derecho de acceso a la jurisdicción que invoca la recurrente en amparo (en-
tre otras muchas, SSTC 133/2005, FFJJ 2 y 5; 158/2005, FFJJ 4 y 5;
153/2008, FJ 2). En segundo lugar, si bien es cierto que en la demanda de
amparo se imputa a la Sentencia dictada en apelación una vulneración au-
tónoma del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), lo cierto es
que el análisis constitucional de las quejas planteadas en la demanda debe
iniciarse por la lesión que se atribuye a la Sentencia del Juzgado pues el
desconocimiento del derecho cuya reparación se pretende arranca de di-
cha resolución judicial. Recordará el TC su consolidada doctrina, según la
cual la denegación de una resolución sobre el fondo del asunto, elemento
nuclear del derecho a la tutela judicial efectiva en su vertiente de derecho
al proceso (art. 24.1 CE), tiene trascendencia constitucional cuando tal
inadmisión suponga una interpretación de la legalidad procesal manifies-
tamente irrazonable, arbitraria o fruto de error patente, así como cuando
las reglas de acceso a la jurisdicción se interpreten de un modo rigorista, o
excesivamente formalista, que revele una clara desproporción entre los fi-
nes que aquellas causas de inadmisión (o de no pronunciamiento sobre el
fondo) preservan y los intereses que se sacrifican; en definitiva, se pretende
evitar aquellas interpretaciones de la legalidad que eliminen u obstaculicen
injustificadamente el derecho del justiciable a que un órgano judicial co-
nozca y resuelva (entre otras muchas, SSTC 27/2003, FJ 4; 3/2004, FJ 3;
133/2005, FJ 2; 158/2005, FJ 4; 33/2008, FJ 2; 114/2008, FJ 3; y
153/2008, FJ 2). Recordará ahora el TC que si bien la interpretación de
los presupuestos y requisitos procesales corresponde a la jurisdicción ordi-
naria, de acuerdo con la función que les atribuye en exclusiva el art. 117.3
CE (entre otras, SSTC 158/2005, FJ 4; 228/2006, FJ 2; 1/2007, FJ 2),
también lo es que en estos supuestos de acceso a una primera resolución ju-
dicial, el canon de enjuiciamiento es más intenso, en atención a la relevan-
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cia del derecho implicado, y entra en juego el principio pro actione que, si
bien no comporta de forma automática la elección de la interpretación más
favorable a la admisión o a la resolución del problema de fondo sí prohíbe
la denegación injustificada de una resolución sobre el fondo; en desarrollo
de esta doctrina el TC ha considerado que la decisión judicial de inadmitir el re-

curso contencioso planteado por la demandante, por el simple hecho de no reiterar en el

suplico de la demanda contenciosa el concreto acto impugnado, cuando del cuerpo de di-

cha demanda se desprende con absoluta claridad cuál es la resolución administrativa im-

pugnada y la pretensión respecto de la misma, no puede sino calificarse de una decisión

excesivamente rigorista y formalista, que produce unos efectos desproporcionados, vulne-

rándose, por tanto, el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva de la recurrente, en

su vertiente de acceso a la jurisdicción (STC 294/2005, FJ 3; en el mismo senti-
do que la allí citada STC 113/2003); inisitirá en esta línea doctrinal el TC
recondnado cómo en su reciente Sentencia 114/2008, FJ 3, calificó de ex-

cesivamente rigorista y formalista y generadora de efectos desproporcionados la deci-
sión del órgano judicial de inadmitir el recurso contencioso–administrativo
por no especificarse en el suplico de la demanda que también se impugna-
ba la resolución del recurso de alzada que confirmaba la anterior; al res-
pecto sostuvo el TC que constituye un exceso en la interpretación de los requisitos

procesales y en la búsqueda de agilidad y concreción que los mismos persiguen, a la vis-
ta de que del cuerpo de la demanda se deduce con claridad que la misma
se dirigía también contra la resolución de alzada, que además incluía de
forma expresa en su encabezamiento la referencia a dicho recurso de alza-
da; resulta evidentemente desproporcionado y manifiestamente riguroso
que para determinar la inadmisión de la demanda se atienda a los defectos
del suplico de la misma cuando del cuerpo del escrito se deducen con niti-
dez los elementos necesarios los elementos que se cuestionan (en este sen-
tido, SSTC 289/2005, FJ 4; 226/2006, FJ 3). Estimará el TC que la apli-
cación de esta doctrina conduce directamente al otorgamiento del amparo
solicitado, pues la interpretación que realiza el órgano judicial de los arts.
31. 33, 56 y 85 de la Ley reguladora de la jurisdicción contencioso–admi-
nistrativa (LJCA) resulta excesivamente rigorista y revela una clara despro-
porción entre los fines de la causa de inadmisión (o no pronunciamiento) y
los intereses que sacrifica; tendrá en cuenta el TC que la Sentencia im-
pugnada desestima el recurso porque en el suplico de demanda no se contie-

ne ningún concreto petitum que se refiera a los actos impugnados, más allá de la fórmu-

la dialéctica sobre interposición de recurso, admisión a trámite y sustanciación ulterior

pertinente; por lo que, debiéndose juzgar dentro de los límites de las preten-
siones formuladas por las partes y de los motivos alegados para fundamen-
tar el recurso, sólo puede dictar Sentencia dentro de lo pedido por las par-
tes habiendo de estarse –en todo caso e indefectiblemente– al petitum contenido en supli-
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co de demanda. El Juzgado consideró que se estaría ante un caso de ausencia
de pretensión que exime al juzgador de pronunciamiento alguno sobre tales alegacio-

nes; apreciará, sin embargo, el TC que del texto de la demanda queda per-
fectamente claro lo que se pretende, en concreto, la nulidad de las resolu-
ciones del Rectorado por las que se acordó retrotraer el concurso celebra-
do para proceder a una nueva valoración de méritos con la consecuente
anulación de la propuesta de adjudicación a su favor; la recurrente en am-
paro, por tanto, aunque no se exprese en los términos recogidos en el art.
31 LJCA, está ejerciendo una pretensión declarativa, de no resultar con-
forme a Derecho las resoluciones impugnadas, y de anulación de dichas re-
soluciones, al tiempo que se aprecia que en el cuerpo de la demanda con-
tenciosa consta expresamente que se pretende la anulación pura y simple de las

resoluciones impugnadas por motivos de extralimitación competencial del Rec-
torado; así como que nuestra pretensión se concreta en la anulación de las resolucio-

nes rectorales por intromisión o invasión de competencias y también que dichas reso-

luciones adolecen de causa de nulidad de pleno derecho de conformidad al art. 62.1 a)

LRJPAC y vulneran a un tiempo el derecho fundamental del art. 23.2 CE, puesto que,

como derivación de la intromisión e invasión competencial y … la adjudicataria habrá

de perder la plaza y su situación jurídica; de donde deduce el TC que se aprecia
claramente la voluntad de la recurrente de mantener su situación jurídica
anterior a la aprobación de las resoluciones impugnadas cuya anulación
pretende. Apreciará el TC, por tanto que es excesivamente rigorista y des-
proporcionado que el órgano judicial considere que el hecho de no incluir
de forma concreta y expresa esta pretensión en el suplico de demanda equi-
vale a su ausencia, sin realizar el análisis de las cuestiones de fondo plante-
adas; dará así razón a la demandante en amparo cuando, invocando la
doctrina legal del Tribunal Supremo, recuerda que el suplico es un ele-
mento que puede y tiene que ser integrado con los restantes elementos de
la demanda que, en este caso, permite ver con claridad cuál es la finalidad
de activar el mecanismo judicial. El TC acuerda estimar el recurso de am-
paro.

3. Sentencia 29/2010, de 27 de abril (BOE de 27 de mayo). Ponen-
te: Rodríguez–Zapata Pérez (Recurso de amparo).

Preceptos constitucionales: 24.1
otros:

Objeto: Sentencia de la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso–Admi-
nistrativo con sede en Las Palmas del Tribunal Superior de Justicia de Cana-
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rias, recaída el 1 de diciembre de 2006 en el recurso ordinario núm.
1327–2003; y Auto de la misma Sección, de 23 de febrero de 2007, que deses-
timó el incidente de nulidad de actuaciones promovido contra la referida Sen-
tencia.

Materias: Derecho a la tutela judicial efectiva.

Se trata de dilucidar si las resoluciones judiciales impugnadas han vulnerado el
derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) de los demandantes de amparo; la ci-
tada resolución judicial desestimó el recurso contencioso–administrativo interpuesto
por los demandantes de amparo contra la Resolución de 31 de marzo de 2001 del Tri-
bunal Económico–Administrativo Regional de Canarias que había inadmitido su re-
clamación económico–administrativa contra la liquidación practicada a la sociedad
mercantil Arbóreo, S.L. –de la que eran socios– por el impuesto sobre sociedades del
ejercicio 1994 (cuyo resultado afectaba a sus liquidaciones individuales por el IRPF del
año siguiente) por tratarse de un acto firme; la Sentencia recurrida parte de que el ca-
rácter estrictamente revisor del orden jurisdiccional contencioso–administrativo impo-
ne que el único posible objeto de su enjuiciamiento sea la resolución del Tribunal Eco-
nómico–Administrativo Regional de Canarias que inadmitió la reclamación económi-
co–administrativa de los demandantes, excluyendo de su examen los motivos de im-
pugnación referidos a la liquidación tributaria; desde tal planteamiento, tras consignar
que los recurrentes no formularon alegación alguna contra la resolución del Tribunal
Económico–Administrativo Regional –sino sólo contra la liquidación tributaria–, aña-
de la Sentencia que no se aprecia defecto alguno en la resolución económico–admi-
nistrativa, por lo que procede la desestimación del recurso contencioso–administrativo;
sostienen los recurrentes que la Sentencia impugnada, en cuanto desestimó su recurso
contencioso–administrativo sin pronunciarse sobre el fondo de las cuestiones plantea-
das acerca de la liquidación tributaria, les ha privado de su derecho de acceso a la ju-
risdicción, al tiempo que incurre en incongruencia omisiva y, lejos de ser una resolu-
ción fundada en Derecho, contiene una motivación arbitraria y contraria a lo dispues-
to en el art. 56.1 de la Ley reguladora de la jurisdicción contencioso–administrativa
(LJCA) acerca de la obligación de los órganos judiciales de resolver todas las cuestio-
nes formuladas por las partes aunque no hubieran sido planteadas anteriormente en la
vía administrativa; a este planteamiento se opone el Abogado del Estado y el Ministe-
rio Fiscal. Precisará el TC que el ámbito del presente recurso de amparo se circuns-
cribe al examen de las resoluciones judiciales recaídas en el proceso contencioso–ad-
ministrativo precedente; entiende que se halla ante un recurso formulado por el cauce
del art. 44 LOTC, quedando excluidas de su enjuiciamiento las resoluciones adminis-
trativas, a las que ningún reproche se formula en el escrito de demanda; considera que
la dimensión o vertiente del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) afectada
por las resoluciones judiciales impugnadas es la del derecho de acceso a la jurisdicción,
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puesto que la Sentencia recurrida, aunque desestima el recurso contencioso–adminis-
trativo en lo que respecta a la decisión del Tribunal Económico–Administrativo Re-
gional de inadmitir la reclamación económico–administrativa, tal desestimación se
constituye en el impedimento para el pronunciamiento de fondo respecto de los moti-
vos de impugnación referidos a la liquidación tributaria; recordará el TC que ya en la
STC 160/2001 (FJ 3), y posteriormente en la STC 75/2008 (FJ 2), había vinculado
con el derecho de acceso a la jurisdicción la negativa de los jueces o tribunales a pro-
nunciarse sobre una determinada cuestión de fondo cuando, como en el presente ca-
so, para ello se aduce por el órgano judicial que el carácter estrictamente revisor de la
jurisdicción contencioso–administrativa impide o limita el examen. Recordará el TC
su doctrina derivada de las ocasiones en que se ha tenido que pronunciar al efectuar
su control de constitucionalidad sobre resoluciones judiciales obstativas de un pronun-
ciamiento de fondo, conformándose una doctrina con arreglo a la cual el derecho a la
tutela judicial efectiva del art. 24.1 CE comporta, como contenido esencial y primario,
el de obtener de los órganos jurisdiccionales integrantes del Poder Judicial una resolu-
ción razonada y fundada en Derecho sobre el fondo de las pretensiones oportuna-
mente deducidas por las partes; habiéndose reiterado que, no obstante, al ser un dere-
cho prestacional de configuración legal, su ejercicio y dispensación están supeditados a
la concurrencia de los presupuestos y requisitos que haya establecido el legislador pa-
ra cada sector del ordenamiento procesal, por lo que el derecho a la tutela judicial efec-
tiva se satisface igualmente cuando los órganos judiciales pronuncian una decisión de
inadmisión o meramente procesal, apreciando razonadamente la concurrencia de un
óbice fundado en un precepto expreso de la ley que, a su vez, sea respetuoso con el con-
tenido esencial del derecho fundamental (SSTC 60/1982, FJ 1; 321/1993, FJ 3; y
185/2009, FJ 3, entre otras muchas); destacará, asimismo, el TC que aunque la apre-
ciación de cuándo concurre una causa obstativa del pronunciamiento de fondo es cues-
tión de legalidad ordinaria que compete efectuar a los órganos judiciales ex art. 117.3
CE, no obstante éstos quedan compelidos a interpretar las normas procesales no sólo
de manera razonable y razonada, sin sombra de arbitrariedad ni error notorio, sino en
sentido amplio y no restrictivo, conforme al principio pro actione, con interdicción de
aquellas decisiones de inadmisión que, por su rigorismo, por su formalismo excesivo o
por cualquier otra razón, se revelen desfavorables para la efectividad del derecho a la
tutela judicial efectiva o resulten desproporcionadas entre los fines que se pretenden
preservar y la consecuencia de cierre del proceso (por todas, SSTC 118/1987, FJ 3;
88/1997, FJ 2; 3/2004, FJ 3; y 187/2009, FJ 2). A la luz de esta doctrina, contrastará
el TC el supuesto específico objeto de este litigio: a su entender, la liquidación por el
impuesto sobre sociedades correspondiente al ejercicio 1994 que se practicó a la socie-
dad mercantil Arbóreo, S.L., fue impugnada tanto por la propia sociedad como por
determinados socios, entre ellos los demandantes de amparo; el Tribunal Económi-
co–Administrativo Regional de Canarias resolvió, en primer lugar, la reclamación for-
mulada por la entidad mercantil, procediendo a su desestimación (a causa de no haber
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presentado alegaciones en el curso del procedimiento económico–administrativo) y,
tras ello, procedió a inadmitir la reclamación presentada por los demandantes de am-
paro, en aplicación del art. 55 del Real Decreto 391/1996, de 1 de marzo, que apro-
bó el Reglamento de procedimiento en las reclamaciones económico–administrativas,
esto es, por considerar que, una vez desestimada la reclamación formulada por la so-
ciedad, la liquidación tributaria adquirió firmeza, lo que impide su revocación o mo-
dificación; esta decisión, a su vez, fue recurrida judicialmente, razonándose en la de-
manda contencioso–administrativa, en primer lugar, acerca de la legitimación de los
socios para impugnar la liquidación practicada a la sociedad mercantil y alegándose, a
continuación, sobre los motivos dirigidos específicamente a combatir la liquidación tri-
butaria. El órgano judicial desestima el recurso sin efectuar el examen de los motivos
de impugnación referidos a la liquidación tributaria, al considerar que el carácter re-
visor de la jurisdicción contencioso–administrativa le obliga a ceñir su control a la co-
rrecta aplicación del art. 55 del Reglamento de procedimiento en las reclamaciones
económico–administrativas por el Tribunal Económico–Administrativo Regional de
Canarias. Subrayará el TC que ya he resuleto, mediante SSTC 36/2009 y 61/2009,
sendos recursos de amparo contra resoluciones de la misma Sección de la Sala de lo
Contencioso–Administrativo de Las Palmas que, pese a traer causa de impugnaciones
contra la misma liquidación tributaria, ofrecen una relevante diferencia con el presen-
te recurso de amparo; en las citadas decisiones, se apreció que el órgano judicial había
vulnerado el art. 24.1 CE como consecuencia de no haber dado respuesta a diversos
motivos de impugnación planteados en los respectivos recursos contencioso–adminis-
trativos en virtud de una concepción del carácter revisor de la jurisdicción contencio-
so–administrativa en abierta oposición con el art. 56.1 LJCA, con arreglo al cual en los

escritos de demanda y de contestación … podrán alegarse cuantos motivos proceda, hayan sido o no

planteados ante la Administración; por el contrario de la constatado en las decisiones ya ci-
tadas, aducirá el TC, en el presente caso la causa de inadmisión apreciada por el Tri-
bunal Económico–Administrativo Regional –la firmeza de la liquidación tributaria– sí
es obstativa del examen de los motivos de impugnación formulados contra la liquida-
ción misma; considera el TC que si la liquidación tributaria hubiera devenido firme es
claro que ni el Tribunal Económico–Administrativo Regional ni el órgano judicial po-
drían ya examinar la impugnación formulada contra dicha liquidación (salvo que se
fundara en motivos de nulidad de pleno derecho, lo que en este caso no se alega); más
aún, al confirmar la Sentencia la inadmisibilidad de la reclamación económico–admi-
nistrativa, sería una clara incoherencia que el órgano judicial entrara a examinar lo
que, a su juicio, no podía ser ya cuestionado: la legalidad material de una liquidación
tributaria que habría adquirido firmeza en vía administrativa (en el mismo sentido,
ATC 313/2007, FJ 3); no obstante, puesto que los demandantes de amparo objetan la
firmeza de la liquidación tributaria, considerará el TC que su juicio de constituciona-
lidad deberá recaer precisamente sobre el pronunciamiento del órgano judicial que
asume la apreciación del Tribunal Económico–Administrativo Regional acerca de la
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firmeza de la liquidación tributaria, al ser tal pronunciamiento el prius sobre el que des-
cansa la subsiguiente decisión de no examinar los motivos de impugnación referidos a
dicha liquidación tributaria; delimitará su competencia el TC estableciendo que sólo
le compete examinar si la contestación del órgano judicial se ha efectuado de forma ra-
zonada y congruente mediante una resolución que no incurra en arbitrariedad, irra-
zonabilidad o error fáctico patente, ni suponga la denegación de una respuesta de fon-
do incompatible con el principio pro actione; entenderá el TC que la Sentencia consig-
na dos razones para desestimar el recurso contencioso–administrativo en lo que atañe
a la resolución del Tribunal Económico–Administrativo Regional y, como consecuen-
cia de ello, no entrar a examinar los motivos de impugnación referidos a la liquidación
tributaria practicada por la AEAT: la ausencia de alegaciones específicamente dirigi-
das a combatir la resolución del Tribunal Económico–Administrativo Regional y la co-
rrección de la decisión de este órgano administrativo; por lo que se refiere a la supues-
ta falta de alegaciones, la mera lectura de la demanda contencioso–administrativa po-
ne de manifiesto que el primero de los motivos del recurso versó, precisamente, sobre
la legitimación de los socios para impugnar la liquidación practicada a la sociedad o,
en su caso, para intervenir en el procedimiento promovido por la misma, sustentándo-
se tal posición en el examen de los arts. 30 y 31 del Reglamento de procedimiento en
las reclamaciones económico–administrativas, en la noción de interés legítimo y en la ci-
ta de jurisprudencia del Tribunal Supremo, todo lo cual se dirige a combatir la deci-
sión del Tribunal Económico–Administrativo Regional de inadmitir su reclamación
económico–administrativa; apreciará el TC que la afirmación de la Sentencia objeto
del litigio acerca de la ausencia de actividad alegatoria no se corresponde con la reali-
dad procesal, de modo que entiende encontrarse ante un error con relevancia consti-
tucional, al tiempo que considerará jurisprudencia plenamente asentada por el TC que
para que un error llegue a determinar la vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva es preciso que concurran varios requisitos: En primer lugar, se requiere que el
error sea determinante de la decisión adoptada, esto es, que constituya el soporte úni-
co o básico de la resolución (ratio decidendi), de modo que, constatada su existencia, la
fundamentación jurídica de la resolución judicial pierda el sentido y alcance que la jus-
tificaba, y no pueda conocerse cuál hubiese sido su sentido de no haberse incurrido en
el error; es necesario, en segundo lugar, que sea atribuible al órgano judicial, es decir,
que no sea imputable a la negligencia de la parte, pues en caso contrario no existirá en
sentido estricto una vulneración del derecho fundamental, tal y como presupone el art.
44.1 b) LOTC; en tercer lugar, ha de ser de carácter eminentemente fáctico, además
de patente, es decir, inmediatamente verificable de forma incontrovertible a partir de
las actuaciones judiciales por conducir a una conclusión absurda o contraria a los prin-
cipios elementales de la lógica y de la experiencia; por último, ha de producir efectos
negativos en la esfera del ciudadano, de modo que las meras inexactitudes que no pro-
duzcan efectos para las partes carecen de relevancia constitucional (por todas, SSTC
96/2000, FJ 4; 55/2001, FJ 4; 36/2002, FJ 6; 59/2003, FJ 7; y 105/2006, FJ 5). La
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aplicación de esta doctrina constitucional al caso concreto conduce al TC a apreciar la
existencia de un error patente, puesto que: en primer término, la inexistencia de ale-
gaciones se arguye como motivo de la desestimación del recurso contencioso–adminis-
trativo; este error, en segundo término, es imputable exclusivamente al órgano judicial,
e incluso, la parte recurrente lo indicó en su escrito solicitando la nulidad de actuacio-
nes; nos encontramos, en tercer término, ante un error de hecho, verificable inmedia-
tamente con la lectura de las actuaciones judiciales; y, finalmente, la falta de toma en
consideración de tales alegaciones priva a los recurrentes de una respuesta de fondo so-
bre las cuestiones planteadas. Considerará, finalmente el TC que el segundo de los mo-
tivos expresados por el órgano judicial para proceder a la desestimación del recurso
contencioso–administrativo es la correcta aplicación por el Tribunal Económico–Ad-
ministrativo Regional del art. 55 del Reglamento de procedimiento en las reclamacio-
nes económico–administrativas; considerará el Tc que se trata de una afirmación apo-
díctica desprovista del necesario soporte argumental, pues ni explícita ni implícita-
mente puede conocerse o deducirse cuál ha sido su sustento; se obvia así que el pro-
nunciamiento del órgano judicial ha de ser la conclusión de una argumentación ajus-
tada al tema o temas en litigio, para que los interesados, los órganos judiciales supe-
riores, en su caso, y también los ciudadanos, puedan conocer el fundamento, la ratio de-

cidendi de las resoluciones, evitando incurrir en la tacha de arbitrariedad, que hemos ca-
racterizado como una actuación judicial sin razones formales ni materiales y que re-
sulta de una simple expresión de la voluntad o de un mero voluntarismo judicial (por todas,
SSTC 160/1997, FJ 7; 82/2002, FJ 8; y 164/2002, FJ 4); se estima el recurso de am-
paro dado que la Sentencia impugnada resulta lesiva del derecho a la tutela judicial
efectiva reconocido en el art. 24.1 CE, sin que tal defecto fuera corregido por el pos-
terior Auto desestimatorio del incidente de nulidad de actuaciones formulado.

4. Sentencia 36/2010, de 19 de julio (BOE de 9 de agosto). Ponente:
Pérez Vera (Recurso de amparo).

Preceptos constitucionales: 24; 25
otros:

Objeto: Sentencia del Juzgado de lo Contencioso–Administrativo núm. 11 de
Madrid, de 19 de diciembre de 2005, dictada en procedimiento abreviado
núm. 309–2005 y contra la Resolución del Director General de Movilidad, del
Área de Gobierno de Seguridad y Servicios a la Comunidad del Ayuntamien-
to de Madrid, de 7 de marzo de 2005

Materias: Presunción de inocencia. Principio de legalidad penal. Procedimien-
to administrativo sancionador: principios.
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La presente demanda de amparo se dirige contra la Resolución del Direc-
tor General de Movilidad, del Área de Gobierno de Seguridad y Servicios
a la Comunidad del Ayuntamiento de Madrid, de 7 de marzo de 2005, por
la que se sanciona a la demandante por la comisión de una infracción con-
sistente en el incumplimiento de la obligación de identificar en tiempo y for-
ma al conductor responsable, prevista en el art. 72.3 del Real Decreto Le-
gislativo 339/1990, de 2 de marzo, por el que se aprueba el texto articula-
do de la Ley sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial
(en la redacción dada por la Ley 19/2001, de 19 de diciembre: LSV) y la
posterior resolución judicial dictada por el Juzgado de lo Contencioso–Ad-
ministrativo núm. 11 de Madrid, de 19 de diciembre de 2005, recaída en
procedimiento abreviado núm. 309–2005, por la que se desestima el recur-
so contencioso–administrativo interpuesto contra el citado acto administra-
tivo; la demandante de amparo denuncia la vulneración, por un lado, de los
derechos recogidos en el art. 24 CE, en su vertiente de derecho a la tutela
judicial efectiva, y a la presunción de inocencia, por cuanto se ha invertido
por parte de la actuación administrativa la carga de la prueba al exigirse que
la recurrente pruebe su inocencia; or otro lado, denuncia, asimismo, la vul-
neración del art. 25.1 CE, al no haberse respetado el principio de legalidad
ni en el procedimiento administrativo sancionador, ni en la resolución judi-
cial cuestionada pues en ambos casos se extiende el tenor de la norma san-
cionadora subsumiendo indebidamente la conducta de la recurrente en el
tipo que se recoge en la misma; el Ministerio Fiscal dirige su argumentación
a constatar la lesión del principio de legalidad sancionadora y reprocha a
ambas resoluciones, administrativa y judicial, la ausencia de una motivación
concreta y cognoscible en términos que permitan calificar como razonable
la subsunción de los hechos en el tipo aplicado para imponer la sanción (en
concreto, el contenido en el art. 72.3 LSV); pone de manifiesto la conducta
de la recurrente, que identificó al conductor infractor aportando, incluso, la
fotocopia de su licencia de conducir, mientras que, por parte de la Admi-
nistración, no se inició actuación alguna contra el mismo sino que se proce-
dió a sancionar, tras incoar el oportuno procedimiento administrativo, a la
demandante en amparo sobre la base de que no había identificado de for-
ma veraz al infractor; en consecuencia, interesa la estimación del recurso de
amparo y la correspondiente anulación de las resoluciones impugnadas.
La representación procesal del Ayuntamiento se opone, por su parte, a la es-
timación de la presente demanda. Estima correcta, en primer lugar, la apre-
ciación realizada por la Administración en orden a considerar insuficiente
la actividad probatoria realizada por la demandante, pues de la misma no
puede deducirse que, a quien ha identificado como infractor, se encontrara
en España en el momento de la denuncia; igualmente pone de manifiesto
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que el tipo aplicable impone el deber de identificación veraz, recordando
que el identificado como infractor es extranjero, señalando la frecuencia de
este tipo de identificaciones y la dificultad de la Administración, en estos ca-
sos, para dirigirse contra los identificados como infractores. Considerará el
TC que aunque la demandante denuncia la vulneración de su derecho a la
tutela judicial efectiva, lo cierto es que, más allá de una genérica referencia
a la protección jurisdiccional de los derechos fundamentales en el encabe-
zamiento de la demanda, no se contiene argumentación alguna que permi-
ta discernir las razones por las que se entiende vulnerado el art. 24.1 CE en
el presente caso; la argumentación de la demanda gira en torno a la even-
tual vulneración del derecho a la presunción de inocencia (art. 24.2 CE) y a
la legalidad sancionadora (art. 25.1 CE); como quiera que la lesión de am-
bos derechos ya fue puesta de manifiesta en el correspondiente recurso con-
tencioso–administrativo y debatida en sede jurisdiccional, la presente de-
manda encaja más estrictamente en los amparos contra actos dictados por
la Administración (según se dispone en el art. 43.1 LOTC);apuntará el TC
cómo, desde el punto de vista de la demandante, a la actividad del órgano
juzgador se le reprocha el que no ha corregido la lesión padecida en vía ad-
ministrativa y no el que sea lesiva, por sí misma, de los derechos funda-
mentales referidos. Este es el planteamiento del TC cuando afirma que “las

decisiones producidas en esta vía judicial no han de ser objeto de impugnación por la sola

razón de no haber estimado la pretensión deducida por el recurrente. Estas decisiones de-

sestimatorias no alteran la situación jurídica creada por el acto de la Administración pre-

suntamente lesivo de un derecho fundamental y no son, por tanto, en sí mismas causas de

lesión. Otra interpretación llevaría a entender, en definitiva, que no hay más actos u omi-

siones atacables en vía de amparo constitucional que los actos u omisiones de los órganos

judiciales (STC 6/1981, FJ 2); considerará el TC la identidad del supuesto
con el resuelto mediante la STC 54/2008; considerará que en ambos casos,
en el origen del asunto se encuentra una denuncia por estacionamiento in-
debido, la identificación del conductor infractor por parte del titular del ve-
hículo denunciado, la condición de extranjero del infractor, la no acredita-
ción, por parte del titular del vehículo, de la efectiva estancia del infractor
en España en la fecha de la denuncia y la apertura por parte de la Admi-
nistración de un expediente sancionador, al amparo de lo dispuesto en el
art. 72.3 LSV, que concluyó con la sanción del titular del vehículo por la co-
misión de una infracción consistente en el incumplimiento del deber de
identificación; por tanto la solución al tema planteado también ha de ser la
misma. En la STC 54/2008, tras ponerse en relación el tipo que contiene
la infracción aplicada (el art. 72.3 LSV) con el caso se concluyó que [l]as cir-

cunstancias concurrentes en este caso, de un lado, la identificación por parte del deman-

dante de amparo de la persona que conducía su vehículo en el momento de la infracción en
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los términos en los que la ha llevado a cabo, y, de otro lado, la inactividad administrati-

va en orden a comunicar con la persona identificada, ponen de manifiesto que la motiva-

ción de las resoluciones administrativa y judicial impugnadas, al exigir al recurrente que

acreditase la presencia en Madrid del conductor de su vehículo en las fechas en las que se

cometió la infracción, así como que era en realidad el conductor, no responde a una argu-

mentación lógica ni razonable que permita subsumir la conducta del recurrente en el tipo

aplicado. En efecto, ni la norma exigía expresamente que se facilitaran estos concretos da-

tos, aun tratándose de una persona residente en el extranjero, ni, conforme al modelo de ar-

gumentación aceptados en la comunidad jurídica, cabe extraer tal exigencia de la misma,

una vez que se había indicado a la Administración el nombre, los dos apellidos, el núme-

ro de permiso de conducir y el domicilio del conductor, lo que, en principio y sin que las

circunstancias concurrentes permitan presumir otra cosa, dada la inactividad de la Admi-

nistración, parece, por una parte, que supone una respuesta congruente con el deber de iden-

tificar a una persona impuesto por el art. 72.3 LSV y, por otra, que es suficiente con la

finalidad de la exigencia legal, que es la de permitir a la Administración dirigir eventual-

mente contra esa persona un procedimiento sancionador (STC 197/1995, FJ 7)” (STC
54/2008, FJ 6); afirmará el TC que frente al argumento utilizado por la re-
solución dictada en el procedimiento contencioso–administrativo, que esti-
ma conforme con el precepto indicado que, en los casos como el presente,
en los que el conductor infractor reside fuera de España, el deber probato-
rio se extienda a la acreditación, siquiera sea de forma indiciaria, de que tal
persona se encontraba en la fecha en la que se cometió la infracción en el
lugar de la misma, reiterará el TC con la Sentencia citada que no pued[e] in-

ferirse en modo alguno de aquel precepto legal un distinto régimen en la obligación de iden-

tificar al conductor responsable de la infracción en función de que resida o no en el ex-

tranjero (STC 54/2008, de 1 de abril, FJ 6); añadiendo que la inactividad de
la Administración, en orden a comunicarse con quien fue identificado como
infractor, hace irrelevante el hecho puesto de manifiesto en el trámite de
alegaciones del presente recurso de amparo por parte de la representación
procesal del Ayuntamiento de Madrid, en el sentido de que el domicilio del
conductor infractor señalado en el primer requerimiento atendido por la re-
currente no concuerda con el que consta en la fotocopia de la licencia de
conducir aportada posteriormente, pues lo cierto es que la Administración
no ha intentado practicar notificación en ninguno de ellos; siendo esto así,
difícilmente puede sostenerse que la identificación realizada por la deman-
dante no haya sido veraz, terminará diciendo el TC; la exigencia de que
junto con la identificación del conductor infractor se acredite o pruebe su
efectiva estancia en el lugar y fecha en la que se cometió la infracción supo-
ne una extensión del contenido del precepto que ha de reputarse contraria
al principio de legalidad sancionadora (art. 25.1 CE).Se concede el amparo
declarand la nulidad de la resolución del Ayuntamiento de Madrid, de 7 de
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marzo de 2005, recaída en el expediente núm. 34/33280241.3, sobre in-
cumplimiento por el propietario de un vehículo a motor del deber de iden-
tificar al conductor responsable de una infracción de tráfico, así como la de
la Sentencia núm. 444/2005, de de 19 de diciembre, del Juzgado de lo Con-
tencioso–Administrativo núm. 11 de Madrid, recaída en el procedimiento
abreviado núm. 309–2005.

5. Sentencia 31/2010, de 28 de junio (BOE de 16 de julio). Ponente:
Casas Baamonde (Recurso de inconstitucionalidad).

Preceptos constitucionales: 1.1 y 2; 3; 10.1; 11; 13; 15; 16; 18; 20; 23; 27; 31.3; 38;
53.1; 54; 81.1; 123; 130.3; 137; 138; 139; 141; 144.5; 147; 148.2; 149.1.1, 2,
3, 5, 6, 7, 8, 13, 14, 18, 20, 21, 24, 27, 30, 32; 149.3; 152; 158.1; 168
otros:

Objeto: Diversos preceptos de la Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio, de refor-
ma del Estatuto de Autonomía de Cataluña.

Materias: La inusual extensión de la presente Sentencia hace literalmente in-
viable la posibilidad de un resumen o ficha como el que acostumbramos; en
atención a este dato nos hemos limitado a dar noticia de ella, si es que fuere
necesario; citar los preceptos constitucionales que se han manejado, sin que
tengamos la seguridad de que esté citados todos los que se han manejado y a
reproducir el Fallo, que es del siguiente tenor:

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, por la autori-
dad que le confiere la Constitución de la Nación Española,

Ha decidido
Estimar parcialmente el recurso de inconstitucionalidad planteado por más
de cincuenta Diputados del Grupo Parlamentario Popular contra la Ley
Orgánica 6/2006, de 19 de julio, de reforma del Estatuto de Autonomía de
Cataluña y, en consecuencia,

Declarar que
1º Carecen de eficacia jurídica interpretativa las referencias del Preámbulo
del Estatuto de Cataluña a “Cataluña como nación” y a “la realidad nacio-
nal de Cataluña”.
2º Son inconstitucionales y, por lo tanto, nulos: la expresión “y preferente”
del apartado 1 del art. 6; el apartado 4 del art. 76; el inciso “con carácter
exclusivo” del apartado 1 del art. 78; el art. 97; los apartados 2, letras a), b),
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c), d) y e), y 3 del art. 98; los incisos “y con la participación del Consejo de
Justicia de Cataluña” de los apartados 5 y 6 del art. 95; el inciso “por el Pre-
sidente o Presidenta del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, que lo
preside, y” del apartado 1 del art. 99; el apartado 1 del art. 100; el inciso “o
al Consejo de Justicia de Cataluña” del apartado 1 y el apartado 2 del art.
101; el inciso “como principios o mínimo común normativo en normas con
rango de ley, excepto en los supuestos que se determinen de acuerdo con la
Constitución y el presente Estatuto” del art. 111; el inciso “los principios, re-
glas y estándares mínimos que establezcan” del apartado 2 del art. 120; el
inciso “los principios, reglas y estándares mínimos fijados en” del apartado
2 del art. 126; el inciso “siempre y cuando lleven a cabo un esfuerzo fiscal
también similar” del apartado 3 del art. 206; y el inciso “puede incluir la ca-
pacidad legislativa para establecer y regular los tributos propios de los go-
biernos locales e” del apartado 2 del art. 218.
3º No son inconstitucionales, siempre que se interpreten en los términos es-
tablecidos en el correspondiente fundamento jurídico que se indica, los si-
guientes preceptos: el art. 5 (FJ 10); el apartado 2 del art. 6 [FJ 14 b)]; el
apartado 1 del art. 8 (FJ 12); el apartado 5 del art. 33 (FJ 21); el art. 34 (FJ
22); el apartado 1 y el primer enunciado del apartado 2 del art. 35 (FJ 24);
el apartado 5 del art. 50 (FJ 23); el art. 90 (FJ 40); los apartados 3 y 4 del art.
91 (FJ 41); el apartado 2 del art. 95 (FJ 44); el art. 110 (FJ 59); el art. 112 (FJ
61); el art. 122 (FJ 69); el apartado 3 del art. 127 (FJ 73); el art. 129 (FJ 76);
el art. 138 (FJ 83); el apartado 3 del art. 174 (FJ 111); el art. 180 (FJ 113); el
apartado 1 del art.183 (FJ 115); el apartado 5 del art. 206 (FJ 134); los apar-
tados 1 y 2, letras a), b) y d) del art. 210 (FJ 135); el apartado 1, letra d), del
art. 222 y el apartado 1, letra i), del art. 223 (FJ 147); el apartado 1 de la dis-
posición adicional tercera (FJ 138); y las disposiciones adicionales octava,
novena y décima (FJ 137).
4º Desestimar el recurso de inconstitucionalidad en todo lo demás.
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